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Honorable Cámara de Diputados:


A S.E. EL 


PRESIDENTE


DE LA H. 


CAMARA DE


DIPUTADOS.


Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que introduce elementos de mejoramiento de la gestión, concede o incrementa determinados beneficios remuneratorios y efectúa ajustes a las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos, del Consejo de Defensa del Estado y de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Ello hará posible resolver significativas diferencias de rentas con sectores homologables y asumir los serios problemas de captación, mantención y desarrollo de recursos humanos, además de corregir determinados aspectos estructurales críticos y específicos que estas instituciones enfrentan.


Con este mismo propósito se contempla una facultad delegada al Presidente de la República, para introducir modificaciones al D.F.L. Nº 1 (G), de 1997, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armadas. 


Finalmente, se consultan normas destinadas a alcanzar mejoras en la productividad de instituciones del Sector Hacienda, entre ellas, la Dirección de Aprovisionamiento del Estado. 








I.	SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS


La tarea de fiscalizar se ha tornado cada vez más compleja y exigente, ya que la incorporación de tecnología en las empresas ha sido un proceso, en el último tiempo, de gran dinamismo en nuestra economía.


También es una función delicada que requiere de funcionarios entrenados, en lo profesional, en la atención a los contribuyentes y con una adhesión irreductible a los principios éticos y de probidad. 


Siguiendo las políticas del Gobierno, el Servicio de Impuestos Internos ha estado empeñado en una tarea profundamente renovadora de sus procedimientos, estilos de gestión y también, obviamente, de su personal. Este proceso de modernización ha sido ampliamente reconocido por diversas autoridades, la prensa y los contribuyentes. Logros tales como el aumento sostenido de la recaudación tributaria, la disminución de las tasas de evasión, la mayor eficiencia en la fiscalización y las mejoras notables en la atención a los contribuyentes, hablan por si solos del éxito en esta tarea y del alto esfuerzo que para los funcionarios del Servicio ha demandado este proceso.


Del mismo modo y a pesar del esfuerzo desplegado hasta el momento, la disminución de la evasión a guarismos equivalentes a los de países desarrollados, sigue estando pendiente como tarea y su reducción se ha transformado al interior del Servicio en un imperativo categórico. Cada vez existe mayor conciencia y coincidencia en la opinión pública y las autoridades políticas de la Nación, que hay una importante merma en los recursos del Estado, que no ingresan en arcas fiscales por este motivo. Cabe mencionar al respecto, que el SII, a través de diversos estudios, ha estimado la evasión tributaria en el país en más de US$ 4.000 millones anuales.


Para acometer estos nuevos desafíos, se debe perseverar en un proceso de modernización, que en esta etapa, necesariamente, debe estar aún más vinculado a un incremento significativo de los niveles de eficiencia, eficacia y calidad de servicio. Todos estos aspectos dependen en gran medida de las personas que conforman las plantas de funcionarios de este Servicio. En ese marco, la profesionalización de la función pública, la capacitación permanente del personal y los elementos de motivación, estímulo y adecuada remuneración, representan ingredientes imprescindibles para el éxito de este proceso.


Un hito en esta materia, lo constituyó la promulgación de la ley N° 19.226, que incorporó al DFL Nº 6 de Hacienda, de 1991, una norma estableciendo como requisito para ser Fiscalizador tener un título universitario de Ingeniero Comercial, Contador Auditor o Administrador Público, lo que representó un paso fundamental en la profesionalización del Servicio. Actualmente, los profesionales cubren más del 80% de la Planta de Fiscalizadores. También la creación de la Planta de Técnicos, a través de la ley Nº 19.224, reforzó esta tendencia a la profesionalización de los funcionarios del Servicio. 


Están además los profesionales, en cuya planta se encuentran los abogados, los ingenieros y otros profesionales, a quienes les corresponde desempeñar un rol cada vez más complejo y especializado, por lo que se requiere de expertos del mejor nivel y permanentemente actualizados en sus conocimientos.


Para generar un ambiente de trabajo exigente y que estimule a la excelencia, es necesario proporcionar a los profesionales y demás funcionarios del Servicio, los incentivos necesarios para ello. 


Sin embargo, en la situación legal actual no existen los mecanismos expeditos para incentivar a los funcionarios a mantener un desempeño óptimo a lo largo del tiempo, salvo el ascenso de grado, el que no depende únicamente de su desempeño, sino más bien, de la disponibilidad de vacantes en el grado superior. Si un funcionario debe esperar varios años ( 8 años o más en el caso del SII) para generarse un incremento de sueldo, obviamente se verá desmotivado a mantener un desempeño de excelencia por tanto tiempo.


Aquí está la base de un círculo vicioso, ya que en la realidad no es posible incentivar y por lo tanto, se refuerza un ambiente desmotivante y sin orientación a resultados, en el que se hace muy difícil una gestión eficiente.


Adicionalmente, está el problema de los funcionarios que ejercen funciones de jefatura. Por un lado, se tiene la persistente brecha con las remuneraciones de mercado en los cargos de mayor responsabilidad y complejidad y, por otro, en el plano del desarrollo de carrera al interior del Servicio, el escaso incremento que representa en el sueldo un ascenso para un funcionario, al pasar de fiscalizador con experiencia a directivo. Paradojalmente, en numerosas ocasiones este ascenso implica un deterioro en los ingresos del funcionario. El mejoramiento que conlleva asumir las nuevas funciones, en general significa uno o dos grados más para el funcionario, que en aumento de ingresos, no le reportan más de 50 a 100 mil pesos adicionales. Estas sumas, en la percepción de los funcionarios, no compensan los gastos de vida en una nueva localización ni el asumir mayores responsabilidades. Además, si la promoción se da con un traslado desde una zona extrema hacia el centro del país, dicha diferencia puede ser inferior a la asignación de zona o del derecho a casa fiscal que percibía o gozaba en la localidad de origen.


Cabe hacer presente que con respecto a las diferencias de remuneraciones con el sector privado, el Servicio de Impuestos Internos ha encargado encuestas comparativas de remuneraciones desde el año 1994 a Diciembre de 1997 para cargos equivalentes, a la empresa Price Waterhouse. Estas han arrojado diferencias de hasta un 80% bajo el mercado en las remuneraciones de algunos cargos en el Servicio respecto a las que se pagan en la empresa privada. Si la comparación se hace con otras instituciones fiscalizadoras del sector público, el Servicio de Impuestos Internos aparece con sus remuneraciones disminuidas, como ocurre con la Superintendencia de Valores y Seguros, la  Superintendencia de AFP y la de Servicios Sanitarios.


En el caso de la Superintendencia de Bancos, sus rentas oscilan entre un 5 y un 130% superiores a las rentas del S.I.I.


Algo similar ocurre con la ley Nº 19.479, de modernización del Servicio de Aduanas. En este caso, además de los beneficios por la vía de bonos de desempeño individual y bono por cumplimiento de metas, superiores a los porcentajes contemplados en el reciente acuerdo Gobierno-ANEF, reflejados en la ley Nº 19.553, los funcionarios fueron favorecidos con una reestructuración de las plantas que los dejó, en general, gozando de grados superiores a los que detentan los funcionarios de Impuestos Internos, sobre todo en los escalafones de directivos de confianza y directivos de carrera.


Mas allá de señalar comparaciones con otras reparticiones del sector público, es de mayor significación resaltar aquellos elementos particulares del Servicio de Impuestos Internos, que le otorgan un carácter único, en el contexto de los servicios de la Administración del Estado.


1.	En primer lugar, la ley Orgánica del SII establece una prohibición absoluta para los funcionarios de ejercer libremente su profesión o cualquier otra actividad remunerada. Esta prohibición, con sus características de masividad y rigurosidad, no existe en ninguna otra institución fiscalizadora.


	Históricamente se han otorgado compensaciones por esta prohibición. Actualmente, en el caso del SII, no existe compensación alguna a esta prohibición, a pesar de su severidad.


	Cabe señalar que otras instituciones tienen algún grado de prohibición, pero esta se refiere solamente a la expedición de informes de su especialidad o a litigar contra el Fisco. (Ej. Aduanas, Contraloría, Consejo de Defensa del Estado).


2.	En segundo lugar, la función fiscalizadora del SII es cada vez más compleja y extensa. Comparada con la función fiscalizadora de Aduanas y de las Superintendencias, se tiene que ésta no sólo abarca algún sector específico de la economía (el comercio exterior, el sector financiero, las AFP, las Isapres, etc.) sino que también, respecto de su profundidad y complejidad, presenta diferencias significativas con los otros servicios fiscalizadores. Auditar en materias tributarias requiere de un profesionalismo y experiencia técnica que sólo es posible encontrar en grandes empresas auditoras.


3.	En tercer lugar, Impuestos Internos debe proveer servicios de cumplimiento tributario a los contribuyentes y desplegar su acción fiscalizadora en todo el territorio nacional. Actualmente hay más de 70 puntos de atención que deben ser cubiertos con las evidentes necesidades de movilidad y emplazamiento de personal que esta acción requiere. Es significativamente distinto ejercer una acción de fiscalización concentrada en Santiago, que desempeñarla en localidades apartadas, bajo condiciones climáticas adversas y con dificultades de accesibilidad. Baste mencionar la fiscalización de productos primarios, el transporte de mercaderías, los sectores manufactureros, el sector agrícola y ganadero, el sector minero, etc.


4.	En cuarto lugar, en su labor cotidiana, el SII debe interactuar, ya sea a propósito de su acción fiscalizadora o de su dimensión de servicio, con numerosas empresas e instituciones del país. Estas interacciones, dada la complejidad de los interlocutores, requieren disponer de un personal altamente especializado, el cual es extremadamente difícil de mantener en la institución. Como ejemplo de interlocutores, se pueden mencionar, entre otros, Empresas Auditoras especializadas en temas Tributarios, Estudios de abogados, Asesores Tributarios de Grandes Empresas, Empresas Transnacionales, Asociaciones empresariales y profesionales, Bancos e Instituciones Financieras, etc.


5.	Adicional a su rol fiscalizador, el Servicio tiene por función administrar justicia tributaria en primera instancia. Esto representa una delicada tarea cuya complejidad no la posee ningún otro servicio público, salvo las Cortes de Apelaciones y Tribunales dependientes de la Justicia y el Servicio de Aduanas con sus Tribunales Aduaneros.


6.	En el SII, se mantienen las bases de datos más grandes y complejas del país. Esto, unido a la complejidad de los procesos y sistemas computacionales que se administran en la institución, dan cuenta de una labor altamente especializada que requiere estar a la vanguardia en tecnología de punta.


7.	El SII, a diferencia de las administraciones tributarias del resto del mundo, debe mantener permanentemente actualizada la base catastral de bienes inmuebles del país, para efectuar el cobro del impuesto territorial. Esto, que en general no ocurre en otras partes del mundo, pues existen órganos especializados para esta función, debe realizarse con la misma dotación de personal y utilizando los mismos equipos y recursos en infraestructura que el Servicio dispone para ejercer su acción fiscalizadora en todos los otros impuestos.


	La base catastral, actualmente mantiene cerca de 3.500.000 propiedades, con su descripción física completa. La sola mención de esta cifra puede dar cuenta de la complejidad de esta labor.


8.	Los funcionarios del SII deben mantener un alto estándar ético y una adhesión inquebrantable a los principios de la probidad administrativa en todas sus tareas. Por la naturaleza de su función, están permanentemente expuestos a ser sujetos de riesgo ético, aspecto que podría verse agudizado por una baja condición salarial. En su quehacer, el funcionario enfrenta con frecuencia la posibilidad de tener como interlocutor a un contribuyente que pudiese verse inclinado a disminuir su carga tributaria de manera poco ética.


9.	Consciente del compromiso asumido por el Supremo Gobierno con la modernización de los servicios públicos, el SII a partir del presente año, ha asumido el compromiso público de garantizar un tiempo de espera máximo a sus usuarios en la mayoría de los trámites que deben cumplir en sus oficinas.


10.	Recientemente, y en el contexto de los tratados de doble tributación que el país ha estado materializando con otras economías, el Parlamento tramitó una miscelánea tributaria ( ley Nº19.506) que le entregó facultades al SII para fiscalizar el cumplimiento de la ley tributaria chilena respecto de los ingresos generados en el exterior y de los convenios internacionales sobre exención de impuestos, eliminación de la doble tributación internacional y/o sobre los convenios de intercambio de información. 


11.	La Ley faculta al Servicio para interpretar administrativamente la normativa tributaria en aquellas materias que no habiendo sido previstas por el legislador, requieran de instrucciones para ser aplicadas en la práctica, y de esta forma contribuir a facilitar el cumplimiento tributario por parte de los contribuyentes. Esta poderosa facultad interpretativa, que la poseen un escaso número de instituciones, representa una responsabilidad que requiere disponer de un cuerpo de profesionales altamente especializados en materias tributarias y con una vasta experiencia en el rubro.


	Considerando lo expuesto, el Servicio de Impuestos Internos se ha planteado una estrategia orientada a sus fiscalizadores, profesionales, jefaturas y personal en general, a través de la cual sea posible estimularlos para la obtención de resultados en una forma estable y progresiva, que lleve finalmente a un cambio cultural que represente un compromiso sólido de sus funcionarios con el proceso de modernización y con el combate a la evasión tributaria. Esta estrategia se ha concretado en una propuesta, en la cual han sido invitados a participar los funcionarios a través de sus asociaciones gremiales y que contempla un conjunto de medidas que tienen por propósito generar las condiciones necesarias para la creación de un estilo y cultura moderna de gestión en el SII.


Considerando los antecedentes señalados, sobre todo lo que dice relación con una lucha frontal contra la evasión tributaria, complementaria a las medidas contenidas en la ley Nº 19.578 sobre incremento de pensiones y readecuación tributaria; a las diferencias significativas de renta con el mercado; a la necesaria equidad con otros servicios públicos fiscalizadores y lo pertinente que resulta introducir mecanismos de incentivo para mejorar la gestión del personal, el Gobierno ha elaborado una propuesta ligada a metas de resultados exigentes que se expone a continuación.


1.	El Estatuto Administrativo establece que el ascenso se efectúa de acuerdo al orden que ocupan en el escalafón los funcionarios. El escalafón se confecciona anualmente de acuerdo al resultado del proceso de calificaciones del año anterior y de la antigüedad del empleado.


	Si bien en la actualidad la provisión de cupos se puede realizar por concurso en los Fiscalizadores, de acuerdo a una jurisprudencia de la Contraloría, el proyecto presenta una oportunidad propicia para consagrar por ley la concursabilidad de los cargos en las plantas de profesionales y fiscalizadores, para así otorgar transparencia y certeza al desarrollo de carrera en esos escalafones. No se incluye al escalafón de Técnicos, porque la propia ley que le da origen, ley N° 19.224, establece que los cargos en este escalafón deben ser llenados por concurso interno.


2.	El Gobierno ha estimado oportuno proponer una asignación especial de carácter compuesto -parte  fija, parte variable e incremento por desempeño individual- destinada al personal del Servicio de Impuestos Internos tanto de planta como a contrata, que represente un estímulo al  cumplimiento del  compromiso del combate  a la  evasión tributaria en el país.


	Esta asignación, en su componente fija corresponde en parte a una compensación por las prohibiciones establecidas en el artículo 40 de la Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos.


	En su parte variable, está ligada a un indicador de cumplimiento de metas institucionales de lucha contra la evasión y será proporcional al grado de cumplimiento de esas metas.


	El incremento por desempeño individual mantiene las mismas condiciones y montos que los establecidos en la ley Nº19.553.


	La asignación especial de estímulo en sus componentes fija y variable, podrá fluctuar, en régimen, de un 16,5 a un 57,0% del sueldo base más la asignación de fiscalización y la asignación del artículo 4° de la ley Nº 18.717 y será de carácter imponible y tributable. Empezará a pagarse con vigencia al 1° de Enero de 1999 y se aplicará gradualmente en tres años, en un 60% de sus valores para el primer año, en un 80% para el año siguiente y alcanzará su valor de régimen el 1 de Enero del 2001.


3.	Con el propósito de adecuar los niveles de ingreso a las plantas de administrativos y auxiliares a la naturaleza de la función fiscalizadora que le corresponde al Servicio y a su importancia estratégica en la obtención de recursos para el financiamiento del Estado, se propone una adecuación de dichas plantas, que responda al grado de responsabilidad que esos funcionarios tienen en la cadena de la fiscalización al interior del SII y a la creciente complejidad que han incorporado esos cargos, tras su proceso de modernización.


	Las nuevas modalidades de atención de contribuyentes demandan un personal más preparado y compatible con las exigencias de tiempos máximos de atención garantizada. Además, la meta que se propuso el Servicio de resolver en una sola visita los principales trámites de los contribuyentes, requiere de funcionarios que resuelvan y tomen decisiones en tiempos mínimos con conocimiento y buena preparación. Hoy, muchos de los trámites y fiscalizaciones a que están expuestos los contribuyentes, se realizan a través de este personal y demanda de él eficiencia, rapidez y cordialidad.


	La propuesta consiste en la eliminación de los dos últimos grados en la planta de administrativos y del último grado en la planta de auxiliares, repartiéndose las vacantes respectivas en los primeros grados de cada una de esas plantas, sin generarse por esta vía un aumento de la dotación.


	Es decir, en el caso de la planta de administrativos, la eliminación de los dos últimos grados ( 21 y 22) daría origen a 146 nuevas vacantes a distribuirse en los grados 16 al 20, manteniéndose constante la dotación de esta planta. 


	Para el caso de las planta de auxiliares y bajo el mismo tratamiento de apertura de vacantes en los grados superiores, la eliminación del último grado ( grado 23) daría origen a 81 nuevas vacantes, a distribuirse entre los grados 19 al 21, permaneciendo la misma dotación.


4.	La ley Nº19.224 establece como único requisito de título para el ingreso a la planta de Técnicos en Fiscalización, el estar en posesión del título de Contador General, además de haber permanecido por tres años en la planta de administrativos. En la actualidad, numerosos funcionarios pertenecientes al escalafón administrativo, están cursando estudios en carreras técnicas relacionadas con las finanzas, la economía o la administración, cuya exigencia académica es tanto o superior a la obtención del título de Contador.


En virtud de lo anterior, se ha estimado conveniente abrir los requisitos de título para el ingreso a este escalafón, con el propósito de dar cabida a todos aquellos funcionarios que cursan o están por cursar, estudios en instituciones técnicas de nivel superior, reconocidas por el Estado, conducentes a la obtención de títulos en las disciplinas citadas. Todas estas carreras son afines a la naturaleza de la función del Servicio.


5.	Actualmente en el SII, se aprecia una creciente dificultad en el reclutamiento, nombramiento, promoción y permanencia de jefaturas. En los estudios de renta encargados por el Servicio a empresas especializadas, es posible apreciar que las mayores distorsiones se presentan en los cargos de mayor responsabilidad, dándose la paradoja que los profesionales que administran el Servicio, son quienes obtienen una mayor merma con respecto a las rentas de mercado. Los nombramientos en cargos directivos, en ocasiones representan aumentos de renta tan poco relevantes para los funcionarios, que no compensan el grado de responsabilidad que asumen y una vez que han asimilado esta experiencia de gestión, unido a sus conocimientos tributarios, pueden ser fácilmente reclutados por el sector privado.


	En tales circunstancias, se propone una asignación para las jefaturas en un rango  que va desde un 6% a un 48% del sueldo base, más la asignación de fiscalización y el artículo 4° de la ley Nº18.717 para los funcionarios que desempeñándose como directivos, jefes o coordinadores, sean consignados por resolución del Director del Servicio. 


	Los cargos afectos a esta asignación y sus porcentajes respectivos, serán establecidos por el Director del Servicio a través de una resolución fundada en base a los siguientes criterios:


	-	Nivel de responsabilidad y complejidad del cargo.


	-	Disponibilidad presupuestaria total para el subitem en base     a un monto global anual no superior a las 2.100 UTAs.


	-	Localización geográfica del cargo.


	Esta asignación constituye una herramienta de gestión inestimable, por cuanto representa un estímulo al ejercicio de los cargos de dirección y jefatura ligado a una evaluación permanente en su desempeño. Tiene la ventaja que al ser una asignación adicional al cargo de planta del funcionario, resguarda la estabilidad de éste en el Servicio, pero a la vez representa un acicate a un buen desempeño en la función de supervisión. Es una asignación que está vinculada al cargo y no a la persona, de tal forma que si el funcionario lo hace mal, se devuelve a su cargo de origen y la asignación queda disponible para otro funcionario que lo reemplace.


	Por otra parte, y en un hecho con escasos precedentes en la administración pública, la propuesta de esta asignación ha contado con el respaldo de los funcionarios del Servicio, porque visualizan en ella un mayor incentivo al desarrollo de carrera y un estímulo al ejercicio del cargo de jefe.


6.	La ley Nº19.553 establece una bonificación no imponible destinada a compensar las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecta la asignación de modernización. Esta asignación contiene tres componentes: una componente base que a partir del año 1999 alcanza a un 6%, una componente por cumplimiento de metas institucionales que llega a un 3% y una componente por desempeño individual.


	Siendo esta bonificación un beneficio del cual ya gozan los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos, se ha estimado necesario seguir manteniéndolo. En tal circunstancia, el beneficio contemplado en la ley Nº19.553 de una bonificación compensatoria, en el caso del Servicio de Impuestos Internos y con el propósito de no incrementar los recursos comprometidos por este concepto, sólo afectará a 6 puntos porcentuales de la asignación especial de estímulo en su componente fija y a un máximo de 3 puntos porcentuales de su componente variable. 


	Como la componente por desempeño individual se mantiene en este proyecto en los mismos términos y montos que la establecida en la ley Nº19.553, la bonificación compensatoria, en este caso, alcanzará a la totalidad de dicha componente.


II.	CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO.


El Consejo de Defensa del Estado tiene por objeto principal de su acción la defensa judicial de los intereses del Estado, considerando a éste no sólo restringido al Fisco y a los bienes materiales, sino que teniendo en cuenta toda su complejidad, extensión y evolución.


En este sentido, debe reconocerse al Estado de hoy como regulador y subsidiario, restringiendo ciertas libertades sólo para resguardar otras y  actuando para fijar estándares, normalizar o coordinar en el ámbito de un orden público económico abierto.


En este contexto, el Consejo se inserta como abogado de los intereses del Estado, velando por perseguir la responsabilidad legal, civil y penal, que puedan derivar de los delitos cometidos en su contra, incluida la infracción de la debida probidad funcionaria.  La falta de probidad no se limita a los daños materiales que pueda ocasionar, sino que incluye la infracción de otros deberes, cuando dicha infracción atenta contra los derechos superiores del Estado afectando bienes jurídicos supra individuales.


Existe consenso en que el Consejo debe ser  pequeño, pero no infradotado. Los intereses y fuerzas que se confrontan judicialmente con este organismo, en los más variados campos, despliegan ante los tribunales los más ricos y poderosos recursos. En este sentido, vale recordar que el Estado litiga con sujetos de derecho privado, naturales o jurídicos, que cuentan con la asistencia de profesionales del más alto nivel de excelencia y con cuantiosos recursos materiales y tecnológicos.


Es necesario destacar que el rol del Consejo ha venido cambiando, a la par que el Estado, y en sintonía con los problemas derivados de la propia evolución de la vida social. De ello resulta que existen áreas que han adquirido una notable importancia y otras, recientemente asignadas, que se caracterizan por su creciente trascendencia y complejidad, entre las que destacan:


1.	La corrupción. En este ámbito, le corresponde una gran tarea y debe ser infatigable en perseguir las responsabilidades penales y civiles que correspondan.


	La lucha contra la corrupción mediante la correcta evaluación de los antecedentes probatorios, la extrema reserva en su manejo y el buen criterio en la investigación y prosecución de las responsabilidades, es garantía y resguardo de la vigencia del Estado de Derecho y del respeto a la dignidad de todas las personas, impidiendo que poderes ocultos y fácticos compitan o se sobrepongan al país "legal" cercenando la certeza, seguridad e igualdad jurídicas.


2.	El ámbito contencioso - administrativo. La ausencia de la especialización de los tribunales civiles tiene especial gravedad en materia contencioso-administrativa, que es en la que principalmente corresponde actuar al Consejo. Así, asuntos de derecho público son abordados por el juez común bajo la óptica del derecho civil, desconociéndose los avances que en estas materias ha logrado el derecho público moderno.


3.	El campo del Derecho Administrativo. El Consejo representa al Estado en el resguardo de su actividad administrativa, por lo que debe asumir la defensa de  los recursos de protección interpuestos en su contra, lo que incluye los gobiernos regionales, las municipalidades, los servicios públicos centralizados y descentralizados y las entidades de derecho privado en que el Estado o sus instituciones tengan aportes o participación mayoritaria o igualitaria.


4.	Medio Ambiente. El Consejo ha adquirido competencias en esta materia. La ley Nº19.300, sobre Bases del Medio Ambiente, establece por primera vez en Chile la denominada acción ambiental, para obtener la reparación del medio ambiente dañado, siendo el Estado, entre otros, titular de esta acción, en la que es representado por el Consejo.


	A casi dos años de la dictación de esta ley, hay que reconocer que no se ha iniciado ninguna acción judicial; el Consejo ha carecido de los recursos humanos y materiales suficientes para abordar activamente la materia.


5.	Crimen organizado, narcotráfico y lavado de dinero. Se trata de crímenes trascendentes y relevantes para la vida social y, como propios de organizaciones criminales, pueden impactar la estructura misma del Estado, el orden jurídico y los valores de una comunidad.


En virtud de la ley Nº19.366, corresponde al Consejo de Defensa del Estado  investigar y perseguir a estas organizaciones criminales.


Hay que enfatizar que el narcotráfico y el lavado de dinero son delitos sin fronteras, vinculados a organizaciones criminales de carácter internacional, con una fuerza criminológica, que es fuente abierta de corrupción y desregulación, pudiendo, entre otros efectos no menores, impactar estructuralmente el orden público económico de la nación.


En otro orden de ideas, hay que señalar que el Consejo ha visto progresivamente incrementadas sus actividades. Desde 1994, la carga de trabajo ha experimentado un crecimiento del 23%, donde los 15.969 procesos vigentes a ese año, se han transformado en 19.623 al mes de diciembre de 1997.


Asimismo, la complejidad, cuantía y trascendencia social de determinados juicios, obliga a encomendarlos casi en forma exclusiva a los pocos profesionales más experimentados.


No obstante lo anterior, la actividad del Consejo es reservada, segura y actualmente veloz en comparación con la rapidez de tramitación de los procesos judiciales del país. Esta velocidad -una de las metas del Consejo- ha ido en incremento y se manifiesta en que de 2.047 causas dadas de baja en el año 1994, se ha llegado a 11.597 en 1997.


Frente al panorama descrito, el nivel actual de remuneraciones asignado al Consejo de Defensa del Estado resulta insuficiente para dotar al servicio de especialistas y expertos. Tales expertos, en algunos casos, pueden ser sólo transitoriamente necesarios y para ello será suficiente un convenio ad hoc de honorarios. Sin perjuicio de ello, es menester contar con funcionarios permanentes idóneos en las tareas de coordinación y control. Por otra parte, algunas tareas como las de tráfico de drogas y lavado de dinero, y todas aquellas que requieren confidencialidad, secreto o estrategias, sólo pueden ser confiadas al plantel permanente, administrativamente responsable.


En estas circunstancias, es comprensible el desinterés de los profesionales de buen nivel para ingresar al Consejo, los cuales, aun teniendo vocación de servicio público, optan por otras alternativas que ofrece el sector privado exclusivamente por razones de índole económica.





III.	DIRECCIÓN DE PRESUPUESTOS


Situación similar a la descrita para el Consejo de Defensa del Estado, es la que debe enfrentar la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.


La labor que cumple la institución, altamente estratégica y en permanente incremento, trasciende el ámbito exclusivo de  aquellas actividades asociadas a la formulación, aprobación, ejecución y control del Presupuesto del Sector Público, sino que, además, asiste al Ministro de Hacienda y demás autoridades en el manejo de las finanzas públicas y en el cumplimiento de los objetivos macroeconómicos y participa activamente en el Plan de Modernización de la Gestión Pública impulsado por el Supremo Gobierno.


En efecto, la función técnico-profesional que cumple la institución, y muy especialmente bajo las últimas administraciones, 1990 - 1998, ha permitido  la implementación adecuada de las políticas sociales, de empleo,  ahorro,  inversión, internacionalización de la economía y de modernización del sector público, resguardando debidamente los equilibrios macroeconómicos definidos por la autoridad.


Lo anterior se refleja en su decisiva participación en la elaboración, diseño e implementación de las políticas tanto en el ámbito económico-financiero, como en el área social. Ello se ha expresado, por ejemplo,  en la reciente labor desarrollada por la Dirección, con motivo de la Agenda Social que encomendara el Presidente de la República al Ministro de Hacienda, la que debe ejecutarse en los últimos dos años de la actual administración.


Lo expuesto permite identificar características que le dan su identidad y perfil propios en la labor que desarrolla la institución.


La Dirección de Presupuestos es una institución que se caracteriza por ser altamente profesionalizada, ya que cuenta con equipos humanos, con un importante nivel de conocimientos y especialización en las áreas de las finanzas y la gestión públicas, los que son constantemente requeridos a actualizarse y a adaptarse con flexibilidad a la dinámica propia de este tipo de materias y a producir y utilizar información altamente calificada y de carácter reservado.


Por su parte, los usuarios de los servicios que proporciona la institución, lo constituyen preferentemente los Poderes del Estado, las Autoridades públicas  y las entidades del sector estatal, lo que se traduce en que la Dirección además tiene que asumir una labor constante de apoyo y asistencia técnica a la gestión que corresponde a dichas entidades, tanto en el ámbito de la ejecución de los programas y eventualmente en el ejercicio de sus funciones ordinarias. En este sentido, la labor de apoyo de la institución se manifiesta en la asesoría en materia de definición de estrategias e iniciativas tendientes a mejorar la gestión de los servicios, replicando experiencias internacionales y de otras reparticiones públicas.


En este contexto, y con motivo de los últimos ejercicios presupuestarios, desarrollados en el marco de los Protocolos de Acuerdo con el Congreso Nacional, la institución ha debido procesar y preparar un conjunto de información no sólo asociada a la ejecución presupuestaria, sino que también a temas de gestión, tales como evaluación de programas gubernamentales, indicadores de gestión, metas, definición de estrategias, etc., las que deben ser enviadas con una periodicidad mensual, trimestral y semestral al Congreso Nacional. Estos Protocolos han obligado a la Dirección de Presupuestos a asumir nuevas tareas y compromisos los que se han cumplido manteniendo casi inalterable la dotación del servicio.


En materia específicamente presupuestaria, la elaboración y aprobación de las Leyes de Presupuestos, ha exigido, como es usual, a todos los estamentos de la institución, una dedicación excepcional para absorber la sobrecarga de trabajo implícita, a lo que en los dos últimos años se agrega el despacho de los proyectos en el contexto de los referidos Protocolos.


En lo relativo al Plan de Modernización de la Gestión Pública que está impulsando el Supremo Gobierno, la Dirección de Presupuestos ha asumido importantes responsabilidades, tanto en forma directa como compartida con las demás instancias encargadas de estas materias, especialmente los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y del Interior y el Comité Interministerial de Modernización y su Secretaría Ejecutiva. En este orden de materias, se pueden señalar, a modo de ejemplo, las siguientes: el Plan Piloto con que se inicia en 1992 el proceso de modernización; la generación de un sistema de metas e indicadores de gestión de las instituciones públicas en la ley de presupuestos; incorporación de incentivos monetarios a los servidores públicos, ligados al buen desempeño individual e institucional; evaluación de programas sociales y de fomento; compromisos de modernización de los servicios; seminarios internacionales de modernización; guías metodológicas para asistir a los servicios en sus planes de modernización; estudio sobre clima organizacional en la administración pública; orientación e impulso de ejercicios de planificación estratégica en los servicios del Estado.


Como se ha mencionado en párrafos precedentes, la Dirección de Presupuestos ha debido asumir sus responsabilidades con un ostensible desnivel en materia remuneracional en relación a sectores e instituciones homologables, especialmente en los estamentos directivos y profesionales, lo que ha acarreado una situación marcadamente crítica, tanto por el insuficiente reconocimiento a la naturaleza y exigencias de la labor de  quienes se desempeñan en la institución, como a los esfuerzos para retener elementos calificados e incorporar nuevos profesionales idóneos. La presente iniciativa legal pretende, precisamente, asumir estas limitaciones, contribuyendo además a  enfrentar las actuales y futuras tareas de la Dirección, marcadamente incrementales tanto en volumen como en complejidad. Para estos efectos, incorpora elementos importantes de modernización del servicio por la vía de establecer la concursabilidad de los cargos de promoción y la especificación de las atribuciones de la institución en el ámbito del mejoramiento de la gestión pública y financiera. 





IV.	FUERZAS ARMADAS


Durante el año 1997 y en virtud de la facultad otorgada al Presidente de la República mediante la Ley Nº 19.507, se dictó el D.F.L. (G) Nº 1 que estableció el nuevo Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.


Dicho cuerpo legal, junto con actualizar y concordar la normativa del antiguo estatuto con la ley orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas, contempló también nuevos beneficios que significaron una mejora económica para sectores importantes del personal de las Fuerzas Armadas, vinculando dicha mejora con la especialización y el perfeccionamiento del personal, en la  búsqueda de la excelencia en la función pública que le corresponde a las instituciones armadas.


No obstante lo expresado y como una forma de continuar fortaleciendo la carrera militar, se estima indispensable complementar el  mejoramiento antes señalado, incorporando en esta oportunidad criterios que permitan incentivar el ingreso a la carrera militar y mantener, además, al personal que no tiene la especialización y perfeccionamiento académico tomado en cuenta en el D.F.L. (G) Nº 1, de 1997, para que las instituciones armadas cuenten con una  estructura de personal adecuada   para el cumplimiento de sus funciones.


Para ello, se propone otorgar una facultad al Presidente de la República para modificar el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, en el ejercicio de la cual podrá otorgar beneficios económicos a dicho personal, radicando el esfuerzo en el segmento antes señalado.  





V.	RACIONALIZACION ESTRUCTURAL Y FUNCIONAL DE INSTITUCIONES


El Gobierno, continuando con sus planes de modernización en la gestión de las entidades públicas en forma tal de incrementar su productividad y permitir una mejor asignación de los escasos recursos fiscales, viene en proponer normas orientadas a este propósito en el ámbito del Ministerio de Hacienda y sus servicios dependientes o relacionados.


Uno de los casos, es la Dirección de Aprovisionamiento del Estado, respecto de la cual se traspasan a los propios Servicios sus facultades de enajenación de bienes muebles e inventario de los vehículos fiscales, como una forma de racionalizar sus funciones, dejando sólo aquellas que le son propias para el cumplimiento de sus objetivos esenciales .


De esta manera, se descentraliza la gestión sobre los activos excedentarios,  radicando su liquidación en cada Servicio, con el consiguiente traspaso de responsabilidades a sus directivos.





VI.	ARTICULADO DEL PROYECTO


El proyecto de ley que me permito someter a consideración del H. Congreso Nacional, consta de veinticinco artículos permanentes y quince disposiciones transitorias.


1.	Artículo Permanentes


a)	Servicio de Impuestos Internos


El artículo 1º establece la concursabilidad de los escalafones de profesionales y fiscalizadores.


El artículo 2º establece la asignación especial de estímulo con sus tres componentes, vinculándose la componente variable a la consecución de metas institucionales de reducción de la evasión tributaria.


El artículo 3º señala el procedimiento de cálculo del porcentaje de cumplimiento del programa anual de reducción de la evasión.


El artículo 4º presenta los porcentajes de la asignación de estímulo en sus componentes fija y variable por escalafón y grado.


El artículo 5º establece las condiciones que debe cumplir el personal para tener derecho a la asignación.


El artículo 6º propone la readecuación de las plantas de administrativos y auxiliares, y modifica el requisito de título para el ingreso al escalafón de Técnicos.


En los artículos 7º y 8º se establece la asignación de supervisión, a qué funcionarios beneficia y sus montos totales.


El artículo 9º deja sin efecto la asignación de modernización en sus componente base e incremento por cumplimiento de metas institucionales de la Ley 19.553 y mantiene para el personal del SII, en el mismo monto, el bono de compensación por las deducciones por efectos previsionales y de salud. 


b)	Consejo de Defensa del Estado


El artículo 10 concede a los personales de planta y a contrata del Consejo de Defensa del Estado, una asignación mensual de defensa judicial estatal, imponible para efectos de salud y pensiones, equivalente a los porcentajes que se señalan. Asimismo, se enumeran los estipendios sobre los cuales se aplicará esta asignación.


El artículo 11 otorga  al personal de la planta de Directivos del Consejo de Defensa del Estado que se señala, una asignación mensual de alta dirección,  imponible para efectos de salud y pensiones, equivalente a los porcentajes que se establecen, calculados  sobre las remuneraciones consideradas para la determinación de la asignación mensual de defensa judicial estatal.


El artículo 12 confiere una bonificación de estímulo por desempeño funcionario, no imponible, al 25% de los funcionarios pertenecientes o asimilados a las plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, separadamente, de mejor desempeño en el año anterior. Para estos efectos, se considerará el resultado de las calificaciones que hayan obtenido los funcionarios, de conformidad con las normas que los rigen en estas materias.


La cantidad que se pague por concepto de esta bonificación corresponderá a los porcentajes que se indican, aplicados sobre las remuneraciones consideradas para determinar  la asignación de defensa judicial estatal establecida en el artículo 10º.


Se establece un precepto de importancia práctica, al disponerse que en caso de producirse empate en los puntajes de calificación entre varios funcionarios de una misma planta y cuando ello impida determinar el porcentaje del beneficio que corresponde a cada funcionario, dirimirá la Junta Calificadora Central.


El Presidente del Consejo, los Abogados Consejeros, los miembros de la Junta Calificadora Central y los delegados del personal ante las Juntas Calificadoras tendrán derecho, por concepto de este beneficio, al porcentaje correspondiente a sus respectivos cargos, sin que sean  considerados para computar el 25% de los beneficiarios de esta bonificación.


Para tener derecho al beneficio, los funcionarios deberán estar calificados en Lista Nº 1, de Distinción, o en Lista Nº 2, Buena.


Los funcionarios beneficiarios de la bonificación, sólo tendrán derecho a percibirla durante los doce meses siguientes al término del respectivo proceso calificatorio.


La bonificación será pagada a los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas trimestrales en los meses de Marzo, Junio, Septiembre y Diciembre de cada año.


Las restantes normas se refieren, fundamentalmente, al caso de los funcionarios con derecho a percibir el beneficio que sean sancionados con alguna de las  medidas disciplinarias indicadas en el artículo 116 de la ley Nº 18.834, y a la situación del beneficiario que,  por ascenso o por cualquier otro motivo, cambiare de grado con posterioridad al afinamiento del proceso calificatorio. 


El artículo 13 estatuye que las asignaciones establecidas en los artículos precedentes, considerando el beneficio que representan,  no se incluirán en la base de las remuneraciones a que se refiere el inciso décimo del artículo 12 de la ley Nº 19.041, que concede un incentivo por mayor recaudación tributaria.


El artículo 14 crea los cargos que indica en las plantas de Directivos y de Profesionales  del Consejo de Defensa del Estado.


El artículo 15 introduce modificaciones al Decreto con  Fuerza de Ley Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica del Consejo de Defensa del Estado, derogando la asignación especial mensual por dedicación exclusiva del Presidente del Consejo, y sustituyendo denominaciones y grados en los cargos de la Planta Directiva.


El artículo 16 preceptúa que las promociones en los cargos de carrera de las plantas de Profesionales; de los cuatro niveles superiores de la planta de Administrativos, y de los dos niveles superiores de la planta de Auxiliares del Consejo de Defensa del Estado, se efectuarán por concurso de oposición interno, limitado a los funcionarios de planta que cumplan con los requisitos correspondientes y se encuentren calificados en Lista Nº 1, de Distinción, o en Lista Nº 2, Buena.


El artículo 17 declara para el solo efecto de darles el carácter de exclusiva confianza a que se refiere el artículo 7º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, que los cargos Directivos grado  4º de la planta del Consejo de Defensa del Estado contenida en el artículo 37 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda, se considerarán equivalentes a los de Jefe de Departamento.


El artículo 18 establece requisitos de ingreso y promoción para los cargos directivos de Jefe Departamento de Administración General, Jefe Subdepartamento de Planificación y Evaluación, Jefe Subdepartamento Administrativo, Jefe Subdepartamento de Contabilidad y Presupuesto, Jefe Subdepartamento de Informática, Jefe Subdepartamento de Recursos Humanos, Jefes de Sección y Jefe Oficina de Partes, Archivo General e Informaciones.


c)	Dirección de Presupuestos


El artículo 19 tiene un doble propósito. El primero, es crear los cargos directivos inherentes a las nuevas Unidades que han sido establecidas por las razones oportunamente entregadas, los que de esta manera cumplirán las funciones que el ordenamiento jurídico les otorga en su calidad de Jefes de Subdepartamentos. El segundo propósito, es conceder el nivel de Jefes de Subdepartamento a todas las jefaturas de la Dirección de Presupuestos directamente relacionadas con la misión y objetivos que actualmente cumple la institución.


El artículo 20 aumenta en un grado las Plantas de Profesionales, de Administrativos y de Auxiliares, constituyendo el primer elemento con que se pretende lograr nuevamente homologar las remuneraciones de la Dirección de Presupuestos  con las de las entidades fiscalizadoras.


El artículo 21, con igual propósito, aumenta para todos los estamentos funcionarios de la Dirección de Presupuestos, la asignación del artículo 11 de la ley Nº 19.041.


El artículo 22 establece un importante elemento modernizador en la Dirección de Presupuestos al preceptuar que los cargos de promoción, por norma general, serán provistos por concursos competitivos.


El artículo 23 consagra las funciones que la Dirección de Presupuestos asume, respecto del sector estatal, en el proceso de modernización de la gestión, en materia de información sobre finanzas públicas, objetivos e indicadores de gestión, evaluación de programas gubernamentales, balances anuales de  gestión operativa y económica de los organismos y servicios públicos  y estudios sobre finanzas públicas.


d)	Fuerzas Armadas


El artículo 24 otorga una facultad al Presidente de la República para modificar el Capítulo VI, sobre los Derechos del Personal, del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, mediante un decreto con fuerza de ley que deberá ser dictado dentro del plazo de 180 días, de publicada la presente ley. En el ejercicio de esta facultad, podrá crear, modificar, suprimir o refundir remuneraciones, estableciéndose que las diferencias de rentas que se produzcan se pagarán a contar del 1º de enero de 1999.


e)	Racionalizacion Institucional


El artículo 25, modifica la ley orgánica del Dirección de Aprovisionamiento del Estado con el propósito de derogar algunas facultades de esta Dirección referentes a la enajenación de bienes muebles y a la obligación de enrolamiento de vehículos motorizados a que se refiere su ley orgánica.





2.	Disposiciones Transitorias


El artículo 1º establece normas sobre la vigencia de las disposiciones de la presente ley.


A este respecto se establece que los artículos que conceden mejoramientos remuneratorios, rigen a contar del 1º de Enero de 1999, en tanto aquellos que recaen en otras materias, como  modificaciones de planta y de requisitos, por norma general, inician su vigencia a contar del día primero del mes siguiente al de la publicación de la ley.


El artículo 2º dispone que la asignación de estímulo establecida en el artículo 4º y la asignación establecida en el artículo 7º para el Servicio de Impuestos Internos, durante los años 1999 y 2000, se multiplicarán por los guarismos 0,6 y 0,8 respectivamente, por cada uno de los grados que se señalan en dichas disposiciones.  Tales guarismos deberán aplicarse por separado tanto a la parte fija como a la parte variable, para así conformar el monto de estas asignaciones en esos dos años.


Los artículos 3º y 4º establecen la forma de aplicar el porcentaje de cumplimiento del programa de reducción de la evasión tributaria en los años 1999 y 2000, respectivamente, para los efectos de la concesión de la asignación de estímulo en su parte variable, con arreglo al procedimiento de cálculo dispuesto en las letras a), b) y c) del artículo 3º de esta ley.


El artículo 5º faculta al Director del Servicio de Impuestos Internos para eximir del requisito de promoción exigido a los funcionarios de la planta de auxiliares, que a la fecha de vigencia de la ley se encuentren ubicados en dicha planta, para efectos del reencasillamiento que se produzca en virtud del numeral 2.- del artículo 6º de esta ley. 


El artículo 6º preceptúa que, durante el año 1999, los funcionarios del Consejo de Defensa del Estado de los cargos que se señalan, percibirán la asignación de defensa judicial estatal a que se refiere el artículo 10, en un porcentaje inferior.


Del mismo modo, en dicho período, la asignación de alta dirección establecida en el artículo 11, se pagará rebajada en el 50% de los montos que corresponda percibir al respectivo funcionario.


El artículo 7º estatuye que los requisitos establecidos en la letra b) del artículo 18 para los cargos directivos de Jefes de Sección grado 7º E.U.S. del Consejo de Defensa del Estado, no serán exigibles a los funcionarios que actualmente ocupan dichos cargos.


El artículo 8º preceptúa que el Presidente del Consejo de Defensa del Estado encasillará, en el plazo de 60 días a contar de la publicación de esta ley, mediante la resolución correspondiente, a los funcionarios de grados 5º EUS e inferiores de la planta de Directivos, y a los personales de las demás plantas. El encasillamiento podrá efectuarse en un grado superior o inferior al que estuviere ocupando el funcionario, y en cualquiera de las plantas referidas en el artículo 37 del D.F.L. Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda. 


El encasillamiento no podrá significar disminución de las remuneraciones que, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley,  perciba el personal. Toda diferencia será pagada por planilla suplementaria, la que será reajustable e imponible en la misma forma en que lo sean las remuneraciones que compensa, y  se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público.


El encasillamiento regirá a contar del día primero del mes siguiente al de la publicación de esta ley y no se considerará ascenso para los efectos previstos en el artículo 6º del decreto ley 249, de 1974.


En el encasillamiento podrá excluirse un número de funcionarios equivalentes como máximo al 10% del total de cargos de la planta del Consejo de Defensa del Estado. 


Los funcionarios no encasillados se sujetarán a las siguientes normas:


a)	No tendrán derecho a los beneficios establecidos  por esta ley. 


b)	Tendrán derecho al pago de la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.


c)	Se entenderán cesados en sus cargos, para todos los efectos legales, a partir de la fecha de total tramitación de la resolución de encasillamiento.


Los cargos que quedaren vacantes luego del encasillamiento, serán provistos directamente por concurso público de oposición y antecedentes, no rigiendo a este respecto las normas sobre ascensos.


Las normas sobre promociones contenidas en el artículo 16, se aplicarán una vez efectuado el encasillamiento y el concurso público referido en el párrafo precedente.


El artículo 9º establece que la provisión de los nuevos doce cargos de Jefes de Subdepartamento, grado 4º, que se crean en la Dirección de Presupuestos, se efectuará dentro de los seis meses siguientes a la publicación de la ley, por medio de concursos internos abiertos  al personal de planta y a contrata que cumpla con los requisitos exigidos para el desempeño de los mismos, los que se regularán por las normas que procedan del Estatuto Administrativo.


Asimismo, se indica que de no proveerse alguno de los nuevos cargos directivos en la forma descrita, la creación correspondiente quedará sin efecto.


El artículo 10 agiliza el procedimiento para hacer efectivas las modificaciones de grados y de denominaciones en las plantas del Consejo de Defensa del Estado y de la Dirección de Presupuestos, señalando  que dicho trámite operará por el solo ministerio de la ley, sin perjuicio que posteriormente los respectivos Jefes Superiores, por medio de una resolución, dejen expresa constancia del nuevo grado que corresponda al cargo que desempeñan los funcionarios involucrados.


El artículo 11 asegura a los funcionarios cuyos cargos sean modificados en sus grados y/o denominaciones, su permanencia en el Servicio y la mantención de los derechos y prerrogativas que gozaban al momento de la entrada en vigencia de esta ley.


El artículo 12 aumenta en siete cupos la dotación máxima de personal fijada para el presente año a la Dirección de Presupuestos por la Ley de Presupuestos del Sector Público, a fin de completar totalmente los cuadros directivos de la institución.


El artículo 13 prescribe que los montos provenientes de la asignación de modernización en su componente base e incremento por desempeño institucional, establecidos en las letras a) y b) del artículo 3º de la ley Nº 19533, que se hayan cancelado a los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos a partir del 1º de enero de 1999, deberán ser imputados al monto de la asignación especial de estímulo establecida en el artículo 2º de esta ley.


El artículo 14 declara que las asignaciones de los artículos 10, 11 y 12, que favorecerán al personal de planta y a contrata del Consejo de Defensa del Estado, son incompatibles, a contar del 1º de Enero de 1999, con la asignación de modernización que les corresponda percibir en el caso de aprobarse el proyecto de ley que les otorga dicha asignación, actualmente en trámite ante el H. Congreso Nacional.


Los montos percibidos por concepto de la asignación de modernización con posterioridad al 1º de Enero de 1999, se imputarán a los mejoramientos que deriven de la aplicación de los artículos mencionados.


El artículo 15 y final, indica que la aplicación de la ley se efectuará con los recursos contemplados en el presupuesto vigente tanto del Servicio de Impuestos Internos como del Consejo de Defensa del Estado, de la Dirección de Presupuestos o de las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, según corresponda, y de no ser posible utilizar esta fuente de financiamiento, total o parcialmente, se recurrirá al Tesoro Público.


En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del H. Congreso Nacional, el siguiente











P R O Y E C T O  D E  L E Y:











"TITULO I





SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS








Artículo 1º.-	El ingreso a los cargos de planta del escalafón de Fiscalizadores del Servicio de Impuestos Internos, se hará por concurso público y en el último grado vacante. La provisión de cargos en el resto de los grados, se realizará por concurso interno para aquellos funcionarios pertenecientes a la planta de Fiscalizadores. No obstante, el Director del Servicio podrá llamar a concurso público para llenar las vacantes en dichos grados, si por necesidades del Servicio así lo estimare conveniente.





	La provisión de cargos en todos los grados de la planta de Profesionales, se realizará por concurso público.





	En estas materias se aplicarán las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº18.834, en lo que fuere pertinente.








Artículo 2º.-	Establécese una asignación especial de estímulo por desempeño en el cumplimiento de metas de reducción de la evasión tributaria para el personal de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos.  Su monto total será variable de acuerdo al grado y escalafón al que pertenezca o se encuentre asimilado el funcionario. Dicha asignación se calculará sobre la cantidad que resulte de la suma del sueldo base asignado al grado respectivo, más la asignación de fiscalización establecida en el artículo 6º del D.L. Nº 3.551, de 1980, que le corresponda, y la asignación señalada en el artículo 4º de la ley Nº 18.717.





	La asignación especial de estímulo contendrá las siguientes componentes:





	a)	Una parte fija o base.





	b)	Una parte variable por cumplimiento de la meta institucional de disminución de la evasión.


	


	c)	Un incremento por desempeño individual que se regirá según lo establecido por el artículo 7º de la ley Nº 19.553.





	Los porcentajes de la asignación especial de estímulo para las componentes fija y variable señaladas en las letras a) y b) precedentes, serán los determinados en el artículo 4º de esta ley.





	La componente fija de la asignación especial de estímulo, no será considerada como un haber permanente para efectos del cálculo del incentivo tributario a que se refiere la letra b) del inciso séptimo del artículo 12 de la ley Nº19.041.-





	La parte variable, se calculará de acuerdo al porcentaje de cumplimiento del programa de reducción de la evasión, determinado por el Ministerio de Hacienda a través de un decreto expedido bajo la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", que deberá emitirse anualmente antes del 30 de Marzo y tendrá vigencia a contar del 1º de Enero del mismo año. Para los fines de establecer el porcentaje de cumplimiento, el Ministerio de Hacienda deberá atenerse al procedimiento de cálculo establecido en el artículo 3º de esta ley. Si por cualquier causa no se expidiere el decreto, se entenderá prorrogada para el período anual siguiente el porcentaje de cumplimiento vigente en el año inmediatamente anterior a aquel en que debió hacerse la determinación. 





	El pago de esta asignación en su componente fija, será mensual.





	En cambio, la parte variable se cancelará en tres parcialidades anuales los meses de mayo, agosto y diciembre a los funcionarios en servicio a la fecha de pago. El monto a pagar en cada cuota será el equivalente al valor acumulado en el cuatrimestre calendario respectivo, como resultado de la aplicación mensual de esta asignación en su parte variable. No obstante, el personal que deje de prestar servicios antes de completarse el cuatrimestre respectivo, tendrá derecho a la asignación en su parte variable en proporción a los meses completos efectivamente trabajados.





	Los montos que los funcionarios perciban por este concepto, serán imponibles para efectos de salud y pensiones, y se considerarán rentas del Nº 1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Para determinar las imposiciones y los impuestos a que se encuentra afecta la asignación en su componente variable, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales.








Artículo 3º.-	La modalidad de cálculo del porcentaje de cumplimiento del programa de reducción de la evasión indicado en el inciso quinto del artículo precedente, será la siguiente:





	a)	La "Recaudación Base" inicial, será la del año 1997. Esta alcanzó a la cifra nominal de $ 5.057.110  millones, que representan 211,497 millones de Unidades Tributarias Mensuales. Este último valor equivale a la suma de la recaudación efectiva en pesos nominales de cada mes, dividida por el valor de la Unidad Tributaria Mensual del mes correspondiente.





	b)	Para cada año, la "Recaudación Base" se calculará como la recaudación base del año anterior, multiplicada por la suma de los dos siguientes factores: factor uno,  más la tasa de crecimiento que registre el Producto Interno Bruto el año respectivo, este último multiplicado por el factor 1,1. 





	c)	La diferencia entre la "Recaudación Anual Efectiva", expresada en unidades tributarias mensuales y determinada de acuerdo al subtítulo "Ingresos Tributarios" de la Ley de Presupuestos registrada el año anterior, habiéndose descontado la partida correspondiente a Comercio Exterior, y la "Recaudación Base", determinada de conformidad a la letra b) de este mismo artículo, representará el aumento o disminución neta de la recaudación. Dicha diferencia, dividida por la "Recaudación Base" y llevada a porcentaje, representará el "Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva".





	d)	El porcentaje de cumplimiento del programa de reducción de la evasión a aplicar al incentivo, en su parte variable, a que se refieren el artículo 2º y cuyos montos se especifican en el artículo 4º de esta ley, quedará entonces así determinado:





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es menor que 0,86%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 0%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual a 0,86% y menor que 1,37%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 25%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual que 1,37% y menor que 1,89%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 50%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual a 1,89% y menor que 2,40%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 75%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual que 2,40%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 100%.-





	Si con posterioridad a la publicación de esta ley entraren en vigencia leyes modificatorias de los impuestos, derechos y tributos que signifiquen modificaciones de los mismos, la recaudación base correspondiente a esa anualidad se incrementará o reducirá en la cantidad que resulte de dichas modificaciones.





	La nueva recaudación base rectificada conforme a lo dispuesto en el inciso anterior, será fijada mediante decreto del Ministerio de Hacienda expedido bajo la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", y servirá para los años posteriores con los incrementos a que se refiere la letra b) de este artículo.











Artículo 4º.-	Los porcentajes de la asignación especial de estímulo en su componente fija y los porcentajes máximos de su componente variable, por escalafón y grado serán los siguientes:














ESCALAFON


�



GRADOS�



PORCENTAJE ASIGNACION FIJA�



PORCENTAJE MAXIMO ASIGNACION VARIABLE�
�



DIRECTIVO�



 1 a  9�



30,0%�



27,0%�
�
PROFESIONAL�
 5 a  7


 8 a 10


11 a 12


13 a 14


15 a 17�
30,0%


27,0%


24,0%


21,0%


18,0%�
27,0%


24,0%


21,0%


19,0%


15,0%�
�
FISCALIZADOR


�
10 a 11


12 a 13


14


15�
30,0%


27,0%


26,0%


24,0%�
27,0%


24,0%


22,5%


21,0%�
�
TECNICO�
14 a 16


17 a 19�
24,0%


20,0%�
21,0%


17,0%�
�
ADMINISTRATIVO �
16 a 17


18


19 a 20�
18,0%


17,0%


16,5%�
15,0%


14,0%


13,5%�
�
AUXILIAR�
19 a 22�
16,5%�
13,5%�
�






Artículo 5º.-	No tendrán derecho a percibir esta asignación en su parte variable, los funcionarios calificados en Lista Nº 3, Condicional o Lista Nº 4, de Eliminación, en el período inmediatamente anterior al año de vigencia del respectivo decreto de Hacienda que fija el porcentaje de cumplimiento del programa. Asimismo, no tendrán derecho a percibir la asignación en su parte variable, los funcionarios que ingresen al Servicio, hasta que no hayan sido calificados de conformidad con las normas que los rijan para estos efectos.





	Sin embargo, tendrán derecho a percibir la asignación, los funcionarios que no habiendo sido calificados en el período respectivo, en virtud de las normas legales vigentes, conserven la calificación del período anterior, y el Jefe Superior del Servicio, su subrogante legal, los miembros de la Junta Calificadora Central y los delegados del personal ante las juntas calificadoras.





	Los funcionarios beneficiarios de la asignación especial de estímulo en su parte variable, tendrán derecho a su percepción durante el año calendario inmediatamente siguiente a aquel que se evalúa en la calificación.





	El funcionario que por ascenso o promoción cambiare de grado o cargo dentro de un período de pago de la asignación, percibirá la asignación en relación a las remuneraciones que correspondan a su nuevo grado o cargo a contar del día 1º del mes siguiente al de la fecha de su ascenso o promoción, sin perjuicio de los reajustes legales de remuneraciones que pudieren corresponderle.





	No tendrán derecho a percibir la asignación tanto en su componente fija como variable, los funcionarios que se acojan a permiso sin goce de remuneraciones, de conformidad al artículo 105 de la ley Nº18.834, mientras dure el período de su ausencia.








Artículo 6º.-	Modifícanse las plantas de personal del Servicio de Impuestos Internos y los respectivos requisitos de ingreso y promoción en dichas plantas, establecidas mediante Decreto Supremo Nº 1.368, del Ministerio de Hacienda, de 1993, cuyo texto refundió el Decreto con Fuerza de Ley Nº 6, del Ministerio de Hacienda, de 1991, y sus posteriores modificaciones introducidas por el artículo 14 de la ley Nº19.041, y las leyes Nºs. 19.224 y 19.226, en los siguientes términos:





	1.-	Planta de Administrativos.





	a)	Créanse los siguientes cargos:


Sesenta y cuatro cargos grado 16, cincuenta y seis cargos grado 17, cuarenta y seis cargos grado 18 y veintitrés cargos grado 20.





	b)	Suprímense los siguientes cargos:





		Cuarenta y tres cargos grado 19, ochenta y seis cargos grado 21 y sesenta cargos grado 22.





	2.-	Planta de Auxiliares.





	a)	Créanse los siguientes cargos:





		Sesenta y seis cargos grado 19, treinta y nueve cargos grado 20 y dieciocho cargos grado 21.





	b)	Suprímense los siguientes cargos:


 


		Cuarenta y dos cargos grado 22 y ochenta y un cargos grado 23.














	3.-	Reemplázase la letra a) del párrafo segundo del  número 4 del artículo 2º por la siguiente:





		"a) Estar en posesión de un título profesional o técnico otorgado, en ambos casos, por una institución de educación superior del Estado o reconocida por éste, en las áreas de contabilidad, finanzas, administración o economía y pertenecer a la Planta de Administrativos de la institución en la cual debe haberse desempeñado a lo menos durante dos años, o".








Artículo 7º.-	Establécese en beneficio de los cargos de jefatura del Servicio de Impuestos Internos pertenecientes a la planta de Directivos y a las plantas de Profesionales y de Fiscalizadores en que se ejerzan funciones de supervisión, asignadas expresamente por Resolución del Director del Servicio, y en tanto cumplan dicha función, una asignación mensual, con vigencia anual, de carácter variable, calculada sobre la misma base a que se refiere la parte final del inciso primero del artículo 2º de esta ley. Para los fines de esta ley, en ningún caso podrá asignarse tareas de supervisión a más del 30 % de los funcionarios que conformen las plantas de Profesionales y Fiscalizadores.





	Los cargos afectos a esta asignación y los montos correspondientes, los que no podrán exceder del 48% ni ser inferiores al 6% del monto de la base de cálculo, serán  determinados anualmente por cargo o grupo de cargos por el Director del Servicio, mediante resolución afecta al trámite de Toma de Razón por la Contraloría General de la República. 





	Para la determinación de este porcentaje, deberán considerarse, en todo caso, los niveles de responsabilidad y complejidad de los cargos desempeñados por los beneficiarios, así como el factor territorial de su desempeño.





	El Director del Servicio de Impuestos Internos tendrá derecho a percibir la asignación máxima.





	Los montos que los funcionarios perciban por este concepto, serán imponibles y se considerarán rentas del Nº 1 del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta. Asimismo, esta asignación no será considerada como un haber permanente para efectos del cálculo del incentivo tributario a que se refiere la letra b) del inciso séptimo del artículo 12º de la ley Nº19.041.








Artículo 8º.-	El monto global anual que deba pagarse por concepto de la asignación a que se refiere el artículo anterior, no podrá exceder en ningún caso de 2.100 Unidades Tributarias Anuales del mes de enero del año en que corresponda cancelar el beneficio.








Artículo 9º.-	No le será aplicable al personal del Servicio de Impuestos Internos la asignación de modernización en su componente base e incremento por desempeño institucional establecidas en las letras a) y b) del artículo 3º y artículos 5º y 6º de la ley Nº19.553. 





	El personal del Servicio de Impuestos Internos a que se aplica el artículo 2º de esta ley, tendrá derecho a una bonificación no imponible destinada a compensar, en parte, las deducciones por concepto de cotizaciones para pensiones y salud a que esté afecta la asignación especial de estímulo en sus componentes fija y variable, y la totalidad del incremento individual establecido en la letra c) del artículo 3º de la ley Nº19.553.





	La parte a ser compensada afectará al 100% del incremento individual, a 6 puntos porcentuales de la asignación especial de estímulo en su componente fija y a 3 puntos porcentuales de su componente variable.





	El monto de la compensación será el que resulte de aplicar a los guarismos indicados en el inciso anterior, los porcentajes señalados en las letras a), b), c) del inciso primero e inciso segundo del artículo 8º de la ley Nº19.553, según el sistema o régimen previsional de afiliación del trabajador.





	Esta bonificación compensatoria se calculará conforme a los límites de imponibilidad establecidos por la legislación vigente y a lo dispuesto en el inciso final del artículo 2º de esta ley.











TITULO II





CONSEJO DE DEFENSA DEL ESTADO





Artículo 10.-	Concédese a los personales de planta y a contrata del Consejo de Defensa del Estado, una asignación mensual de defensa judicial estatal, imponible para efectos de salud y pensiones, equivalente a los porcentajes que se señalan, calculados sobre el sueldo base, la asignación contemplada en el artículo 6º del Decreto Ley Nº 1.770, de 1977, las asignaciones establecidas en los artículos 17 y 18, y 19 de la ley Nº 19.185, la asignación del artículo 4º de la ley Nº 18.717, la asignación del artículo 36 del Decreto Ley Nº3551, de 1980 y la asignación del artículo 3º del Decreto Ley Nº 479, de 1974, según corresponda en cada caso:








PLANTA/CARGOS								GRADOS			PORCENTAJE





Presidente del Consejo				1 B						150


Abogado Consejero							1 C						145


Directivos						  			2º						125


Directivos										3º y 4º				100


Directivos						  			5º y 6º				 65


Directivos										7º y 8º				 55


Directivos										9º						 35


Directivos										11º						 30





Profesionales									4º						 60


Profesionales					    		5º y 6º				 50


Profesionales						 			7º						 40


Profesionales									8º						 35


Profesionales									9º al 12º			 30





Técnicos											8º al 17º			 35


Técnicos											18º y 19º 		 30





Administrativos								10º al 25º		 25


Auxiliares				 						20º al 25º		 20





Artículo 11.-	Concédese al personal de la planta de Directivos del Consejo de Defensa del Estado que se señala, una asignación mensual de alta dirección,  imponible para efectos de salud y pensiones, equivalente a los siguientes porcentajes calculados  sobre las remuneraciones consideradas para el cálculo de la asignación que otorga el artículo anterior :





CARGOS											GRADOS			PORCENTAJE





Presidente del Consejo				1B					30


Abogado Consejero							1C					15


Directivos										2º					10


Directivos										3º					 5








Artículo 12.-	Concédese a los personales de planta y a contrata del Consejo de Defensa del Estado, una bonificación de estímulo por desempeño funcionario, no imponible, la que se regulará por las normas que se pasan a expresar:





	a)	La bonificación corresponderá al 25% de los funcionarios pertenecientes o asimilados a las plantas de Directivos, de Profesionales y de Técnicos, separadamente, de mejor desempeño en el año anterior;





	b)	Para estos efectos, se considerará el resultado de las calificaciones que hayan obtenido los funcionarios, de conformidad con las normas que los rigen en estas materias;





	c)	En caso de producirse empate en los puntajes de calificación entre varios funcionarios de una misma planta y cuando ello impida determinar el 25% a que se refiere la letra a), dirimirá la Junta Calificadora Central. Un reglamento aprobado por decreto supremo del Ministerio de Hacienda, determinará los procedimientos y criterios que deberá observar la Junta para estos efectos.





	d)	La cantidad que se pague por concepto de esta bonificación, corresponderá a los siguientes porcentajes aplicados sobre las remuneraciones consideradas para el cáculo de la asignación  a que se refiere el artículo 10, que en cada caso corresponda percibir al respectivo funcionario:








CARGOS											GRADOS			PORCENTAJE


Presidente del Consejo				1 B						25


Abogado Consejero							1 C						22


Directivos										2º						20


Directivos										3º al 6º			15


Directivos										7º y 8º				12


Directivos										9º y 11º			10


Profesionales									4º al 7				15


Profesionales									8º						12


Profesión											9º y 10º			10


Profesionales									11º y 12º			 7


Técnicos											8º al 12º			 7


Técnicos											15º al 19º		 5





	e)	El Presidente del Consejo, los Abogados Consejeros, los miembros de la Junta Calificadora Central y los delegados del personal ante las Juntas Calificadoras tendrán derecho, por concepto de este beneficio, al porcentaje correspondiente a sus respectivos cargos.





	Los beneficiarios a que se refiere esta letra no serán considerados para computar el 25% de los funcionarios señalados en la letra a); 





	f)	Para tener derecho al beneficio los funcionarios deberán estar calificados en Lista Nº 1, de Distinción, o en Lista Nº 2, Buena.





	g)	Los funcionarios con derecho a percibir el beneficio que sean sancionados con alguna de las  medidas disciplinarias indicadas en el artículo 116º de la Ley Nº 18.834, serán excluídos del pago de la asignación a contar de la aplicación de la sanción y por el lapso que reste para completar el período anual respectivo.





	h)	El beneficiario que, por ascenso o por cualquier otro motivo, cambiare de grado con posterioridad al proceso calificatorio, percibirá la asignación en relación con las remuneraciones que estaba percibiendo en el cargo que fue calificado, sin perjuicio de los reajustes legales de remuneraciones que pudieren corresponderle. 





	i)	Los funcionarios beneficiarios de la bonificación, sólo tendrán derecho a percibirla durante los doce meses siguientes al término del respectivo proceso calificatorio;





	j)	La bonificación será pagada a los funcionarios en servicio a la fecha de pago, en cuatro cuotas trimestrales en los meses de Marzo, Junio, Septiembre y Diciembre de cada año. El  monto a pagar en cada cuota será equivalente al valor acumulado en el trimestre respectivo como resultado de la aplicación mensual de esta bonificación.





	k)	Para efectos tributarios, se entenderá que la cantidad pagada en cada cuota se ha devengado por partes iguales en cada mes del trimestre calendario respectivo.








Artículo 13.-	Las asignaciones establecidas en los artículos 10, 11 y 12, no se incluirán en la base de las remuneraciones a que se refiere el inciso décimo del artículo 12 de la ley Nº 19.041.








Artículo 14.-	Créanse en las plantas de personal del Consejo de Defensa del Estado, contenida en el artículo 37 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda, los siguientes cargos:





	a)	En la planta de Directivos, un cargo de Jefe de Departamento de Administración General, grado 3º; un cargo de Jefe Subdepartamento de Planificación y Evaluación, grado 4º; tres cargos de Jefe de Unidad, grado 4º; un cargo Jefe de Subdepartamento de Recursos Humanos grado 6º; un cargo de Jefe del Subdepartamento de Informática, grado 6º, y un cargo de Jefe Subdepartamento de Contabilidad y Presupuestos, grado 6º.





	b)	En la planta de Profesionales, cuatro cargos grado 7º.








Artículo 15.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda:





	a)	Derógase el inciso 2º del artículo 19.





	b)	En el artículo 37, sustitúyense las denominaciones y grados de los cargos de la Planta Directiva que se señalan, en la forma que se indica:





		1.	Jefe de Sección de Presupuesto, grado 7º E.U.S., por Jefe de Sección, grado 7º E.U.S.





		2.	Jefe de Subdepartamento de Personal, Bienestar y Administrativo, grado 6º E.U.S. por Jefe Subdepartamento Administrativo, grado 6º E.U.S.





		3.	Un cargo de Jefe de Oficina grado 9º E.U.S., por Jefe de Oficina de Partes, Archivo  General e Informaciones, grado 8º E.U.S.





		4.	Jefe de Subdepartamento Procuraduría Corte Suprema y Tribunales Superiores de la Procuraduría Fiscal de Santiago, grado 6º E.U.S., por Jefe Procuraduría Corte Suprema y Tribunales Superiores, grado 5º E.U.S.





	c)	Suprímese en el inciso segundo del artículo 11 la expresión "y será el Jefe del Personal".








Artículo 16.-	Las promociones en los cargos  de las plantas de Profesionales; de los cuatro niveles superiores de la planta de Administrativos, y de los dos niveles superiores de la planta de Auxiliares del Consejo de Defensa del Estado, se efectuarán por concurso de oposición interno, limitado a los funcionarios de planta que cumplan con los requisitos correspondientes y se encuentren calificados en Lista Nº 1, de Distinción, o en Lista Nº 2, Buena.





	El concurso podrá ser declarado desierto por falta de postulantes idóneos, entendiéndose que existe tal circunstancia cuando ninguno alcance el puntaje mínimo definido para el respectivo concurso, procediéndose en este caso a proveer los cargos mediante concurso público.





	Los postulantes a un concurso tendrán derecho a reclamar ante la Contraloría General de la República en los términos del artículo 154 de la ley Nº 18.834.





	Los concursos se regularán, en lo que sea pertinente, por las normas del Párrafo 1º del Título II de la ley Nº 18.834.








Artículo 17.-	Declárase, para el sólo efecto del artículo 7º de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, que los cargos Directivos grado  4º de la planta del artículo 37 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda, se considerarán equivalentes a los de Jefe de Departamento.








Artículo 18.-	Establécese para los cargos de la planta del Consejo de Defensa del Estado que se indican, los siguientes requisitos de ingreso y  promoción :





	a)	Cargos directivos de Jefe Departamento de Administración General, grado 3º E.U.S. y Jefe Subdepartamento de Planificación y Evaluación, grado 4º E.U.S., deberán acreditar título profesional de una carrera de a lo menos 8 semestres de duración otorgado por un establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por éste  y experiencia de cinco años en funciones propias del cargo.





	b)	Cargos directivos de Jefe Subdepartamento Administrativo, Jefe Subdepartamento de Contabilidad y Presupuesto, Jefe Subdepartamento de Informática, Jefe Subdepartamento de Recursos Humanos, todos grados 6º E.U.S., y Jefes de Sección grados 7º E.U.S., deberán acreditar título profesional de una carrera de a lo menos 8 semestres de duración otorgado por un establecimiento de educación superior del Estado o reconocido por éste y experiencia de dos años en funciones propias del cargo.





	c)	Cargo directivo de Jefe Oficina de Partes, Archivo General e Informaciones, grado 8º E.U.S. requerirá los mismos requisitos establecidos para los cargos de Jefe de Oficina grado 9º E.U.S. en el DFL Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda.


























TITULO III





DIRECCION DE PRESUPUESTOS








Artículo 19.-	Introdúcense las siguientes modificaciones a la planta de personal de la Dirección de Presupuestos, adecuada por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1990:





	a)	Créanse en la Planta de Directivos de la Subdirección de Presupuestos, ocho cargos de Jefes de Subdepartamento grado 4.





	b)	Créanse en la Planta de Directivos de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, cuatro cargos de Jefe de Subdepartamento grado 4.








Artículo 20.-	Auméntanse en un grado los correspondientes a los cargos de las plantas y empleos a contrata de Profesionales, de Administrativos y de Auxiliares de las Subdirecciones de Presupuestos y de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos.








Artículo 21.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 11 de la ley Nº 19.041:





	a)	Reemplázase el párrafo "Directivos" por el siguiente:





		"Directivos: Grados 1B, 2, 3, 4 y 5 de la escala de sueldos del decreto ley Nº 249, de 1974, 63% de la asignación de fiscalización correspondiente a los grados 1, 2, 3, 4 y 5, respectivamente. No obstante, para los cargos Directivos grados 8, 11, 12 y 13 de la misma escala, los montos a percibir por esta asignación serán, respectivamente, de $ 186.056, $ 152.104, $ 135.092 y $ 125.823.".





	b)	Reemplázase el párrafo "Profesionales" por el siguiente:





		"Profesionales: Grados 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 de la escala de sueldos del decreto ley Nº 249, de 1974, 52% de la asignación de fiscalización correspondiente a los grados 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14, respectivamente.".





	c)	Reemplázanse los párrafos "Administrativos" y "Auxiliares", por el siguiente inciso:





		"La Asignación para los cargos de Administrativos será respecto de los grados 9, 10, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 y 23 de la escala de sueldos del decreto ley Nº 249, de 1974,  de $ 132.012, $ 62.706, $ 101.577, $ 81.305, $ 60.467, $ 52.324, $ 43.831, $ 41.913, $ 24.545, $ 35.204, $ 25.708, $ 15.503 y $ 21.116, respectivamente. Para los cargos de Auxiliares, dicha asignación será respecto de los grados 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24 y 25 de la misma escala, de $ 41.913, $ 35.725, $ 35.204, $ 25.708, $ 24.865, $ 21.116, $ 23.750 y $ 20.774, respectivamente.".


Artículo 22.-	Las promociones en los cargos de carrera de la Planta de Directivos y de los tres grados superiores de las restantes plantas de la Dirección de Presupuestos, se efectuarán por concursos de oposición interno a los que podrán postular los funcionarios de planta y los empleados a contrata que se hayan desempeñado en este Servicio por un lapso no inferior a cuatro años,  que cumplan con los requisitos correspondientes y se encuentren calificados en Lista 1, de Distinción o en Lista 2, Buena, rigiéndose en lo demás por las disposiciones del artículo 10 de la Ley Nº19.479.





	Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Hacienda, establecerá las normas que regularán estos concursos, en los que deberá tenerse en consideración las exigencias técnicas, de competencia, idoneidad y pertinencia necesarias para el desempeño de los cargos a los que se concursa.








Artículo 23.-	Agréganse los siguientes números 22, 23, 24 y 25, nuevos, al artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº106, de 1960, del Ministerio de Hacienda, que fija las disposiciones por las  que se regirá la Dirección de Presupuestos:





	"22.- Generar, difundir y proporcionar al H. Congreso Nacional y a la ciudadanía en general,  información periódica sobre las finanzas públicas  del país, así como aquella requerida por organismos internacionales en virtud de acuerdos suscritos sobre estas materias.





	23.- Requerir, sistematizar y procesar, en la formulación del presupuesto anual, información acerca de los objetivos e indicadores de gestión, así como de evaluación de programas gubernamentales de los organismos y servicios regidos por el Título II de la ley Nº18.575, promoviendo una mejor utilización de los recursos del Estado.





	24.- Orientar y supervisar la confección de balances anuales de la gestión operativa y económica y del cumplimiento de objetivos y metas, a que se hubieren obligado o que se les fijaren a los organismos y servicios referidos en el número anterior.





	25.- Realizar  los estudios e investigaciones que considere necesarios para una mejor asignación y utilización de los recursos financieros del Estado, sean de ámbito nacional, regional o sectorial.".











TITULO IV





FUERZAS ARMADAS








Artículo 24.-	Facúltase al Presidente de la República para dictar, dentro del plazo de ciento ochenta días contado desde la fecha de publicación de esta ley, un decreto con fuerza de ley que modifique el Capítulo VI del Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, establecido en el  D.F.L.  (G) Nº 1, de 1997.





	La facultad que se otorga en virtud de la presente ley comprenderá la de crear, modificar, suprimir,  refundir asignaciones, bonificaciones y gratificaciones a que tiene derecho el personal de las Fuerzas Armadas afecto a este Estatuto.





	Las diferencias que se produzcan en las remuneraciones del personal como consecuencia de las modificaciones que se establecerán en el decreto con fuerza de ley que se dicte en ejercicio de la facultad a que se refieren los incisos precedentes, se pagarán a contar del 1º de enero de 1999.











TITULO V





RACIONALIZACION ESTRUCTURAL Y FUNCIONAL DE INSTITUCIONES








Artículo 25.-	Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto Nº 404, de 29 de mayo de 1978, de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Orgánica de la  Dirección de Aprovisionamiento del Estado, contenida en el decreto con fuerza de ley Nº 353, de 1960 :





	I.	A su artículo 1º:





		A)	Suprímense sus  actuales incisos quinto, octavo,  noveno y final.





		B)	Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos :





			"A las entidades mencionadas en el artículo 18 de la ley Nº 18.575, con exclusión de las que señala el inciso segundo de dicha norma, corresponderá efectuar la enajenación de los bienes muebles utilizables y de los vehículos motorizados de transporte de pasajeros y de carga que se desee excluir de ellas, por licitación, pública subasta o venta privada, según lo que dispongan los reglamentos respectivos.





			Corresponderá al Ministerio de Bienes Nacionales la enajenación de los bienes muebles que adquiera el Fisco por herencia, de acuerdo con el artículo 995 del Código Civil; y de las especies no incluidas entre las que menciona el artículo 132 del Código Penal, provenientes de procesos judiciales afinados.".





	II.	A su artículo 12.-   Suprímese su letra d), pasando las letras e), f), g), h), i), j), k), l) y m) a ser letras d), e), f), g), h), i), j), k) y l), respectivamente.











TITULO VI





DISPOSICIONES TRANSITORIAS





Artículo 1º.-	La presente ley regirá a contar del 1º de enero de 1999.


	Las normas del artículo 12 entrarán a regir a contar del 1º de enero de 1999, sobre la base de los resultados del proceso calificatorio correspondiente al año 1998. 





	No obstante lo establecido en los incisos precedentes, los artículos 1º, 6º, 14, 16, 17, 18, 19, 22 y 25, regirán a contar del día 1º del mes siguiente al de la publicación de la presente ley.








Artículo 2º.-	Durante los años 1999 y 2000, la asignación especial, cuyos porcentajes por grado y escalafón se señalan en el artículo 4º de esta ley, se multiplicarán por los guarismos 0,6 y 0,8 respectivamente, para cada uno de esos grados. Dichos guarismos deberán aplicarse por separado tanto a la parte fija como a la parte variable, para así conformar el monto total de la asignación en estos dos años.





	Del mismo modo, se aplicará los años 1999 y 2000 la asignación establecida en el artículo 7º de esta ley, una vez que se hallare tomada de razón por la Contraloría General de la República, la resolución en que el Director del Servicio de Impuestos Internos fija los porcentajes de esta asignación.








Artículo 3º.-	Con arreglo al procedimiento de cálculo establecido en las letras a), b) y c) del artículo 3º de esta ley, el porcentaje de cumplimiento del programa de reducción de la evasión a aplicar el año 1999 a la asignación especial de estímulo en su parte variable, será determinado de la siguiente forma:





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es menor que 0,17%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 0%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual a 0,17% y menor que 0,29%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 25%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual que 0,29% y menor que 0,40%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 50%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual a 0,40% y menor que 0,52%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 75%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual que 0,52%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 100%.-








Artículo 4º.-	Con arreglo al procedimiento de cálculo  establecido en las letras a), b) y c) del artículo 3º de esta ley, el porcentaje de cumplimiento del programa de reducción de la evasión a aplicar el año 2000 a la asignación especial de estímulo en su parte variable, será determinado de la siguiente forma:





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es menor que 0,60%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 0%.-


	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual a 0,60% y menor que 0,97%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 25%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual que 0,97% y menor que 1,35%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 50%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual a 1,35% y menor que 1,72%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 75%.-





	-	Si el Crecimiento Porcentual de la Recaudación Efectiva es mayor o igual que 1,72%, el porcentaje a aplicar a la asignación variable será 100%.-








Artículo 5º.-	El Director del Servicio de Impuestos Internos podrá eximir del requisito de promoción exigido a los funcionarios de la planta de Auxiliares, que a la fecha de vigencia de esta ley se encuentren ubicados en dicha planta, para efectos del reencasillamiento que se produzca en virtud del numeral 2.- del artículo 6º de esta ley.








Artículo 6º.-	Durante el año 1999, los funcionarios de los cargos que se señalan percibirán la asignación de defensa judicial estatal a que se refiere el artículo 10º en los porcentajes que se indican:





PLANTA/CARGOS				GRADOS		PORCENTAJE





Presidente del Consejo		1ºB				75


Abogado Consejero			1ºC				72,5


Directivos					2º, 3º y 4º		65





	Del mismo modo, en dicho período, la asignación de alta dirección establecida en el artículo 11, se pagará rebajada en el 50% de los montos que corresponda percibir al respectivo funcionario.








Artículo 7º.-	Los requisitos establecidos en la letra b) del artículo 18 para los cargos directivos de Jefes de Sección grado 7º E.U.S., no serán exigibles a los funcionarios que actualmente ocupan dichos cargos.	








Artículo 8º.-	El Presidente del Consejo de Defensa del Estado encasillará,  en el plazo de 60 días a contar de la publicación de esta ley, mediante la resolución correspondiente, a los funcionarios de grados 5º EUS e inferiores  de la planta de Directivos, y a los personales de las demás plantas. El encasillamiento podrá efectuarse  en un grado  superior o  inferior  al que  estuviere ocupando el funcionario,  y  en cualquiera de las plantas referidas en el artículo 37 del D.F.L. Nº 1, de 1993, del Ministerio de Hacienda.  Los funcionarios deberán reunir los requisitos exigidos para ocupar el cargo en que sean encasillados. 





	El encasillamiento no podrá significar disminución de las  remuneraciones que, al 31 de Diciembre de 1998, estuviere percibiendo el personal. Toda diferencia será pagada por planilla suplementaria, la que será reajustable e imponible en la misma forma en que lo sean las remuneraciones que compensa, y  se absorberá por los incrementos que los funcionarios experimenten en sus remuneraciones permanentes, excepto los derivados de los reajustes generales de remuneraciones del sector público.





	El encasillamiento regirá a contar del día 1º del mes siguiente al de la publicación de la  presente ley, y no se considerará ascenso para los efectos previstos en el artículo 6º del decreto ley 249, de 1974, y el personal conservará, en consecuencia, el número de bienios que estuviere percibiendo, como asimismo, mantendrá el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.





	Podrá excluirse del encasillamiento un número de funcionarios que no exceda el 10% del total de cargos de la planta del Consejo de Defensa del Estado.





	Los funcionarios no encasillados se sujetarán a las siguientes normas:





	a)	No tendrán derecho a los beneficios establecidos por esta ley. 





	b)	Tendrán derecho al pago de la indemnización establecida en el artículo 148 de la ley Nº 18.834.





	c)	Se entenderán cesados en sus cargos, para todos los efectos legales, a partir de la fecha de total tramitación de la resolución a que se refiere el inciso primero del presente artículo.





	Los cargos que quedaren vacantes luego del encasillamiento, serán provistos directamente por concurso público de oposición y antecedentes,  no rigiendo a este respecto las normas sobre ascensos. Estos concursos deberán realizarse dentro del plazo de sesenta días contado desde la fecha de vigencia del encasillamiento.





	La aplicación del artículo 16 de la presente ley, regirá una vez efectuado el encasillamiento y concurso público a que se refieren los incisos precedentes.








Artículo 9º.-	La primera provisión de los cargos creados por el artículo 19, se efectuará dentro de los seis meses siguientes a la publicación de la presente ley, mediante concursos internos a los que podrán postular el personal de planta y a contrata de la Dirección de Presupuestos que cumpla con los requisitos correspondientes. Estos concursos se regularán por las normas establecidas en el Párrafo 1º del Título II de la ley Nº 18.834, en lo que sea pertinente. Si el funcionario seleccionado detentaba un cargo en calidad de titular, éste se suprimirá por el solo ministerio de la ley. 





	No obstante lo indicado en el inciso anterior y en el artículo 1º transitorio, un  Jefe de Sector  grado 5, que a la fecha de publicación de esta ley desempeñe labores de carácter directivo en el área de Infraestructura de la Subdirección de Presupuestos, será encasillado como Jefe de Subdepartamento grado 4, a contar del 1º de enero de 1999. El Director de Presupuestos deberá dejar expresa constancia de la situación antes descrita en la respectiva resolución de encasillamiento.





	De no proveerse algún cargo conforme a los procedimientos indicados en los incisos anteriores, la creación del mismo quedará sin efecto.








Artículo 10.-	Las modificaciones de grado y denominaciones dispuestas en la letra b) del artículo 15 y las modificaciones de grados establecidas en el artículo 20, operarán por el solo ministerio de la ley, sin perjuicio que mediante resolución del Presidente del Consejo de Defensa del Estado o del  Director de Presupuestos, según sea el caso, se deje constancia de los nuevos grados que correspondan a los cargos de los funcionarios.








Artículo 11.-	Los cambios de grado producto de la aplicación de los artículos 9º inciso segundo y 10 transitorios, no serán considerados, en caso alguno, como causales de cesación de funciones, de supresión o fusión de cargos, ni en general, de término de la relación laboral para ningún efecto legal. Tampoco constituirán ascensos para los efectos previstos en el artículo 6º del decreto ley Nº 249, de 1974, y el personal conservará, en consecuencia, el número de bienios que estuviere percibiendo, como asimismo, mantendrá el tiempo de permanencia en el grado para tal efecto.








Artículo 12.-	Fíjase la dotación máxima de personal, para el año 1999, de la Dirección de Presupuestos en 170 cargos.








Artículo 13.-	Los montos provenientes de la asignación de modernización en su componente base e incremento por desempeño institucional establecidos en las letras a) y b) del artículo 3º de la ley Nº19.553, que se hayan cancelado a los funcionarios del Servicio de Impuestos Internos a partir del 1 de Enero de 1.999, deberán ser imputados al monto de la asignación especial de estímulo establecida en el artículo 2º de esta ley.








Artículo 14.-	Las asignaciones de los artículos 10,11 y 12 de esta ley serán incompatibles, a contar del 1º de enero de 1999, con la asignación de modernización, en los términos establecidos en los artículos 1º, 3º, 5º, 6º y 7º y la bonificación del artículo 8º de la ley Nº 19.553, que legalmente pudieren corresponder al personal de planta y a contrata del Consejo de Defensa del Estado.





	No obstante lo indicado en el inciso anterior, los montos que percibiere el personal de planta y a contrata del Consejo de Defensa del Estado por concepto de dichos beneficios, a contar del 1º de enero de 1999, se imputarán a los incrementos de renta que resulten de la aplicación de los artículos 10, 11 y 12 de esta ley.








Artículo 15.-	El mayor gasto  que represente la aplicación de esta ley para el presente año, será financiado con los recursos contemplados en los presupuestos del Servicio de Impuestos Internos, del Consejo de Defensa del Estado, de la Dirección de Presupuestos o de las Subsecretarías de Guerra, Marina y Aviación, según corresponda.





	No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, el Ministro de Hacienda, con cargo al ítem 50-01-03-25-33.104  de la Partida Tesoro Público del Presupuesto del Sector Público para el año 1999, suplementará los referidos presupuestos en la parte de dicho gasto que los servicios señalados  no pudieren financiar con sus recursos.".





Dios guarde a V.E.,
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